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Ministerio de Economía y Producción

Superintendencia de Seguros de la Nación







      Buenos Aires 3 de Noviembre de 2005
VISTO el Expediente Nº 46.368 del Registro de ésta SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION en el que se analizara conducta del Productor Asesor de Seguros, Sr. Jorge Luis SZMYR – Matrícula Nº 55.654 – frente a las leyes 20.091, 22.400 y normativa reglamentaria dictada en consecuencia, y

CONSIDERANDO:

Que se inició el expediente de la referencia con motivo de la denuncia de San Cristóbal sociedad Mutual de Seguros Generales, contra el productor asesor de seguros Jorge Luis Szmyr, Matrícula Nº 55.654, ello con motivo de la emisión del certificado de cobertura obrante a fs. 25, el que fuera ofrecido como prueba en una causa judicial, siendo que el mismo no opera comercialmente con la entidad, ni se encuentra autorizado para extender dicha documental.

Que de las verificaciones efectuadas, resulta que el productor reconoció la emisión del certificado de cobertura como emitido y suscripto por él, en nombre de “SS Seguros” por estar al frente de dicha organización, agregando que dicho documento fue erróneamente suscripto, ya que la compañía involucrada no era San Cristóbal S.M.S.G. sino Río Uruguay Cooperativa de Seguros Limitada, agregando que la póliza fue luego emitida por ésta última entidad, habiéndose comprobado que al momento de siniestro la cobertura se encontraba vigente.

Que en virtud de lo expuesto y constancias de autos, se le imputó al productor Sr. Jorge Luis SZMYR, Matrícula Nº 55654, haber infringido los arts. 10 punto 1 incs. I) k) y 12 de la Ley 22.400 y 55 de la Ley 20.091, pudiendo importar las sanciones previstas por los arts. 13 de la ley 22.400 y 59 de la ley 20.091. En consecuencia se procedió conforme art. 82 de la ley 20.091.
Que por nota Nº 19152 se presenta el productor Sr. Szmyr a fin de producir descargo, pretendiendo la nulidad de la imputación por falta de delegación en el funcionario firmante del proveído de fs. 95, por aplicación de los arts. 7 y 14 de la ley 19.549 y 82 de la ley 20.091, cuestionando también las actas que fueran labradas entendiendo se vio afectado su derecho de defensa y debido proceso, como los encuadres en el art. 10 inc. 1 i) k) de la ley 22400 entendiendo que no ha tenido posibilidad de defenderse.

Que agrega que se desempeño diligentemente y observando los principios técnicos, siendo que la emisión del certificado de cobertura de una aseguradora en lugar de otra se debió a un error material. Asimismo argumenta que la posesión del certificado agregado a fs. 113 y el trámite dado al siniestro, supone que se encontraba autorizado para emitirlo, sosteniendo por último que no infringió normativa referida a publicidad y propaganda.

Que con relación a la prueba ofrecida, cabe remitirse al dictamen obrante a fs. 116/119.

Que en atención al descargo producido, cabe señalar que la pretendida nulidad de la imputación y proveído de fs. 95, resulta manifiestamente improcedente. Véase que el art. 82 de la ley 20.091 sólo requiere que sea el Superintendente quien dicte resolución definitiva de carácter particular, la que deberá ser fundada, previa sustanciación en cada caso. Así el Decreto 1084/2004 prescribe que la Gerencia de Asuntos Jurídicos tiene entre sus incumbencias, la de instruir los sumarios administrativos respecto de las entidades aseguradoras y los intermediarios de seguros, habiéndose corrido el respectivo traslado a fin de que el productor ejerza su derecho de defensa, por lo que tanto la imputación como el proveído gozan de plena validez, intentando el recurrente valerse de una cuestión semántica para pedir la nulidad de la imputación.
Que respecto al cuestionamiento del acta, es de señalar que el proceso que se aplica en autos lo es dentro del marco meramente administrativo, no resultando ajustado hacer plena referencia a normas del derecho penal. Todo lo dicho sin dejar de agregar que la firma del acta por parte del productor implica el más absoluto reconocimiento y consentimiento a todo lo actuado, debiéndose agregar que entre las atribuciones del Organismo se encuentra la de fiscalizar la conducta de los productores, siendo como contrapartida la obligación de éstos suministrar las informaciones que pueda requerir la Superintendencia y que juzgue necesarias para ejercer sus funciones, conforme dispone el art. 70 de la ley 20.091.

Que cabe señalar que el productor no se encuentra autorizado a emitir certificados de cobertura ya que éste sólo actúa intermediando en la concertación del contrato de seguro y no es parte en el mismo, a más de que la entidad denunciante informó que el productor no se encuentra autorizado para emitir dicha documental.
Que es de señalar asimismo, que el certificado de cobertura ofrecido como prueba (fs. 113), es de una compañía distinta de aquella que él emitió.

Que la emisión del certificado de fs. 25, constituye una conducta reñida con el apego a las disposiciones legales y principios técnicos que le son exigibles, colocando al asegurado en la creencia de estar amparado por la cobertura de una entidad que ésa nunca emitió, siendo que la falta de perjuicio no exime de responsabilidad al productor, puesto que el régimen sancionatorio consagrado por la ley 20.091 y 22.400 contempla infracciones que son de peligro.

Que el encuadre en el art. 10 inc. 1 i) y k) resulta totalmente ajustado a derecho, ya que es la contestación del traslado previsto por el art. 82 de la ley 20.091, la oportunidad que tiene el productor para ejercer su derecho de defensa, véase inc. a) siendo que la utilización de la inscripción “SS Seguros” implica una infracción en materia de publicidad y propaganda  que se encuadra en el referido inc. k) en función de la normativa específica prevista por la ley 20.091, arts. 56 y 57. 
Que en consecuencia las defensas alegadas resultan insuficientes para desvirtuar las conductas atribuidas y encuadres legales consecuentes.

Que a los fines de la graduación de la sanción, debe tomarse en cuenta la gravedad de las faltas cometidas y la función específica del infractor.

Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos se ha expedido a través del dictamen obrante a fs. 116/9.

Que los artículos 13 de la ley 22.400 y 67 inc. f) de la ley 20.091, confieren atribuciones a éste Organismo para el dictado de la presente Resolución.

Por ello,



EL SUPERINTENDENTE DE SEGUROS





RESULVE:

ARTÍCULO 1º: Denegar la prueba declarativa e informativa ofrecida por improcedente.

ARTÍCULO 2º: Cancelar la inscripción en el Registro de Productores Asesores de Seguros, del Productor Asesor de Seguros, Sr. Jorge Luis SZMYR, Matrícula Nº 55.654.

ARTÍCULO 3º: La Gerencia de Autorizaciones y Registros tomará razón de la medida dispuesta en el artículo anterior, una vez firme.

ARTÍCULO 4º: Se deja constancia que la presente Resolución es recurrible en los términos del artículo 83 de la ley 20.091.

ARTÍCULO 5º: Regístrese, notifíquese al productor asesor de seguros Jorge Luis SZMYR, al domicilio sito en Uruguay 750, piso 2 “B” (1015) Ciudad de Buenos Aires y publíquese en el Boletín Oficial.

RESOLUCIÓN Nº: 30781

Miguel BAELO. 

Superintendente de Seguros. 
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